Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
Es la hora 14 y 17 minutos) 


La Comisión de Constitución y Legislación tiene mucho agrado de recibir a los invitados del 
día de hoy, Director General de Tránsito de la Intendencia Municipal de Maldonado, Ingeniero Álvaro 
Luzardo, y Subdirector Jurídico Notarial de la Intendencia Municipal de Maldonado, Doctor Horacio 
Bolani, quienes han sido convocados a raíz de una petición especial formulada por el señor Senador 
Abreu, dirigida fundamentalmente al Ingeniero Luzardo. 


La Presidencia de la Comisión entendió pertinente hacer lugar a esa solicitud para que no 
hubiera ningún tipo de objeción en torno a la legitimidad del procedimiento en materia de juicio político, 
pero da la casualidad que no está presente el señor Senador Abreu y no tenemos conocimiento de 
cuáles son sus interrogantes. Personalmente, no tengo preguntas para formular y no sé si los demás 
señores Senadores quieren hacer alguna consulta. De no ser así, correspondería hacer un breve 
cuarto intermedio hasta que el señor Senador Abreu llegue a esta reunión pues, según se nos informa, 
se encuentra en una audiencia que está próxima a finalizar. 


(Apoyados) 
La Comisión pasa a cuarto intermedio por el término de cinco minutos. 


(Así se hace. Es la hora 14 y 20 minutos) 


(Vueltos a Sala) 
Habiendo número, se reanuda la sesión. 
(Es la hora 14 y 25 minutos) 


Luego de este breve cuarto intermedio, queremos informar que el señor Senador Abreu, 
quien seguramente tendrá algunas preguntas para formular, no podrá participar de esta sesión. Ante 
esto, ofrecemos la palabra a algún otro señor Senador para que plantee las interrogantes que entienda 
pertinentes. 


SEÑOR MOREIRA.- En la mañana de hoy estaba leyendo algunas de las declaraciones de los Ediles 
denunciantes, relativas a que luego de un proceso muy rápido en el que se tomaron informes de 
distintas Direcciones de la Intendencia Municipal, se resolvió realizar un contrato de patrocinio con la 
empresa Satenil. También se destaca que algunas Direcciones realizaron informes y que el Ingeniero 
Luzardo afirmó no tener conocimiento de las negociaciones con esa empresa, así como de una 
supuesta reunión que se habría realizado. Respecto a esto último, algunas personas señalan que dicha 
reunión no tuvo lugar. Eso es lo que he podido leer en las versiones taquigráficas y lo que me ha 
generado ciertas dudas sobre la participación en este tema. 


Además, me gustaría saber cómo concluyó la relación contractual, ya que tengo entendido 
que previo al temporal de agosto se había firmado una prórroga a la empresa Hikone hasta marzo de 
2006, una vez culminada la temporada. Más precisamente, me interesa saber cuál fue la participación 
del señor Director en la firma de esa prórroga, si elaboró algún informe favorable, cuáles fueron las 
circunstancias en las que esto se produjo y cuál era su opinión respecto al contrato de patrocinio que 


finalmente se firmó. He visto una relación de hechos que demuestra que en un término de dos días se 
presentaron varios informes de distintas Direcciones de la Intendencia que tenían alguna competencia 
en estas áreas. Me refiero, por ejemplo, al informe del Director de Tránsito de la Comuna que tenía que 
ver con señaléctica. Me gustaría saber, entonces, cuál fue su participación y las circunstancias que 
rodearon, tanto la prórroga -que luego fue dejada sin efecto-, como la firma de este nuevo contrato de 
patrocinio con Satenil. 


SEÑOR LUZARDO.- En primer lugar, queremos agradecer la oportunidad de concurrir a esta 
Comisión. Luego de leer el material que nos han enviado con la versión taquigráfica de la exposición 
de los Ediles del Partido Nacional, parecería que en el trabajo que llevó adelante la comisión 
investigadora de la Junta no quedaron claras muchas cosas, más allá de que sus conclusiones están a 
disposición de quien las quiera leer y de que la mayoría de los puntos que allí se plantean fueron 
aclarados oportunamente. 


Con respecto a ese material a que refiere el señor Senador Moreira relativo a la empresa 
Hikone, lo que se realizó en la Dirección General -inclusive, en un período en el que estuve enfermo, lo 
llevó adelante el asesor de la Dirección- fue un preacuerdo con el representante de la empresa, que es 
una persona que viene trabajando con la Intendencia desde el año 1995, luego de ganar un proceso 
licitatorio y que, cuando se inició el gobierno del Intendente Antía, firmó un convenio de patrocinio con 
la Intendencia hasta la finalización de ese período. Habida cuenta de que ya estábamos en el mes de 
agosto, le sugerimos al Intendente -que es el único que en definitiva puede aceptar una condicionante 
de esa naturaleza- la posibilidad de extender el convenio hasta el mes de marzo y allí iniciar un 
proceso licitatorio. Por tanto, no hubo firma de ningún acuerdo ni hay funcionario aparte del Intendente 
que pueda ratificar un acuerdo de esa naturaleza. Por tanto, cuando quien habla eleva al Intendente un 
proyecto de resolución a los efectos de que, en caso de que lo compartiera, suscribiera dicha prórroga, 
éste me trasmite que el Gobierno estaba trabajando en una línea que abarcaba mucho más que el área 
de la División de Tránsito, que involucra temas que competen a otra Dirección General -tal como figura 
en la carátula del expediente que luego culmina con el convenio de patrocinio- como, por ejemplo, la 
reforma de la plaza de Punta del Este, la colocación de una serie de spots en distintos aeropuertos, 
cartelería en el Peaje Solís, infraestructura para el área de higiene y de papeleras y el aporte de 
resguardos para paradas de ómnibus. Eso es, básicamente, lo que sucedió y lo que mi Dirección 
General trasmite en esa carta a la que el señor Senador aludió; es así que nos enteramos de que se 
estaba tramitando esto el 21 de setiembre, cuando el expediente llega a la Secretaría General y me 
comunican el hecho. 


Más adelante, a partir de allí las Direcciones Generales fuimos aportando la lista de las 
necesidades y de los materiales que se requerían para el quinquenio. Esto también figura en el 
expediente, que incluye un importante informe de mi Dirección, realizado por un funcionario de carrera, 
el Ingeniero Luis Rodríguez -a quien se lo encomendó el Director a raíz de mi solicitud-, detallando 
pormenorizadamente todas las necesidades para el quinquenio. Por supuesto, las demás Direcciones 
también presentaron sus legítimas aspiraciones y, como todo marco de negociación, algunas cosas 
fueron incluidas en el documento de patrocinio que finalmente se suscribió. 


SEÑOR MOREIRA.- Es decir que usted elevó una propuesta para prorrogar el convenio que estaba 
vigente en ese momento hasta el fin de la temporada, la cual no fue firmada por el Intendente. O sea: 
le elevó un proyecto de resolución con una recomendación positiva. Ahora bien, ¿eso tuvo un principio 
de ejecución? ¿Se efectuaron algunos trabajos sobre la base de la propuesta que usted elevó y que 
finalmente el Intendente no suscribió? ¿Tuvo algún principio de ejecución? 


SEÑOR LUZARDO.- Lo que sucedió fue que un funcionario de carrera recibió parte del material que 
estaba establecido en ese preacuerdo. Cuando el Intendente toma conocimiento de este hecho -luego 
de que la empresa reclamara esos materiales-, encomienda realizar una investigación administrativa a 
los efectos de dilucidar cuál era la situación por la cual ese funcionario -que no ocupa un cargo de 
confianza, sino que es administrativo- había recibido una serie de materiales. En el momento en que el 
funcionario recibe los materiales emite un recibo que, con posterioridad, la empresa solicita que se lo 
sustituya por un recibo oficial, hecho que realiza el Director respectivo. Esa investigación administrativa 
terminó con una amonestación al funcionario. 


Creo que con estos comentarios respondo la pregunta del señor Senador. 


SEÑOR MOREIRA.- Este tipo de publicidad, que realizaban dos empresas -El Hornero y Hikone-, ¿era 
exclusivamente en resguardos peatonales o en señaléctica urbana? A su vez, ¿la publicidad se hacía 
en aeropuertos, en peajes o en lo que usted señaló hace unos instantes, lo cual ampliaba el objeto o 
los lugares donde se la iba a vender? No tengo bien claro el tema. ¿Esas dos empresas construyeron 
resguardos peatonales y colocaban publicidad a su costo sin ninguna contraprestación? ¿Lo hacían en 
otros lugares, por ejemplo, en la nomenclatura urbana o en la señaléctica? Por ese contrato de 
patrocinio que venía del gobierno anterior, ¿en dónde se ubicaba la publicidad? Seguramente, ese 
contrato finalizaba con el mandato del Intendente anterior. Es decir que hubo, por lo menos, una 
prórroga tácita del contrato. La publicidad seguía en los resguardos y, por tanto, continuaba la 
ejecución del contrato anterior. ¿Cuáles fueron los espacios de tiempo? ¿Cuándo comenzó usted a 
negociar, seguramente no motu proprio, sino por indicación del Intendente? Además, ¿cuándo dejó de 
negociar? Por lo que nos expresa, no estaba enterado de lo que ocurría lateralmente con otro tipo de 
negociación. 


SEÑOR LUZARDO.- El convenio de patrocinio de la anterior empresa termina con la finalización del 
período de gobierno del Ingeniero Antía. El asesor de tránsito, una vez terminado ese convenio de 

patrocinio, en los primeros días de agosto -nosotros asumimos en julio-, veinte o veinticinco días 
después de asumir el cargo, viendo la necesidad de buscar una solución al tema, planteó a la empresa 
dos cosas. Por un lado, se detectó un incumplimiento de la empresa anterior respecto al convenio de 
patrocinio que había realizado con la anterior Administración. O sea que no se habían entregado una 
serie de materiales que estaban en ese convenio de patrocinio. Entonces, a partir de ello el asesor de 
la Dirección planteó que la empresa entregara los materiales que estaba debiendo con respecto al 
convenio anterior, y sugirió la ampliación de ese convenio de patrocinio hasta el mes de marzo. Me 
reintegro de la licencia por enfermedad y le enviamos la propuesta al Intendente -el señor Senador 
Moreira conoce del tema ya que fue Intendente- porque, en definitiva, es quien debe tomar la 
resolución. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿No tuvieron ninguna conversación? 


SEÑOR LUZARDO.- Imagine el señor Senador que sería bastante complejo llegar a un acuerdo con 
tres mil funcionarios para que el Intendente pudiera gobernar. 


Este diálogo entre el asesor y la empresa quedó registrado en un documento, elevado al 
señor Intendente, que contenía un proyecto de resolución a los efectos de que, en caso de 
compartirse, dictara resolución con respecto a la prórroga. 


SEÑOR MOREIRA.- Quería saber si habían consultado al señor Intendente antes de elaborar el 
proyecto de resolución. 


SEÑOR LUZARDO..- No, no lo consultamos. 


Con respecto a una de las preguntas formulada, la empresa tenía publicidad en los 
resguardos peatonales, creo que también en los indicadores que están en las columnas de las 
paradas, y no recuerdo si no había otro nomenclátor. Lo que se acordó con esta administración fue 
colocar carteles, además, en los aeropuertos, pero no era propaganda para la empresa sino 
promociones turísticas, que hacía la Intendencia, de nuestro principal balneario, Punta del Este, y 
también de algunos otros lugares. O sea que no estaba en usufructo de la empresa sino del Municipio. 
Creo que la cartelería tendiente a convocar turistas estuvo en dos aeropuertos, y estoy hablando de un 
momento bastante complejo como esos años, más aún porque ya estaba cortado el paso por los 
puentes con la República Argentina. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Ha habido alguna diferencia en lo que respecta a los efectos del temporal? 
Porque aquí se han alegado razones de urgencia debido al fuerte temporal que tuvo consecuencias 
importantes en Maldonado, incluso hasta pérdida de vidas. Según dicen los Ediles, hubo una gran 
destrucción y, entre otras cosas, se perdieron tres resguardos peatonales. ¿Se justificaba alguna 


contratación por razones de urgencia como consecuencia de ese temporal? La pregunta está enfocada 
en lo que concierne a su Dirección. 


SEÑOR LUZARDO.- Por lo que recuerdo de la resolución, el convenio de patrocinio no responde a una 
decisión de urgencia, sino a una necesidad de generar una modificación del amoblamiento urbano 
general y no exclusivamente de los resguardos. Reitero que el planteamiento inicial y la carátula del 
expediente están referidos a la reforma de la Plaza Artigas de Punta del Este que, dicho sea de paso, a 
pesar de ser la principal plaza del balneario, visitada por muchos turistas, estaba en condiciones 
bastante desprolijas, por llamarlo de alguna manera. Ese es el inicio del expediente, o sea que no 
habla específicamente del tema de los resguardos. No sé si vieron por televisión la situación en la que 
quedó el departamento de Maldonado luego del temporal del 23 de agosto, pero estuvimos varios días 
levantando árboles caídos sobre las casas y manejando el acceso a las viviendas por parte de los 
ciudadanos. El área del cuerpo inspectivo de mi Dirección prestó colaboración en coordinación con el 
sistema de comunicación que tiene la Dirección General. Pero no solamente hubo rotura de resguardos 
-no sé exactamente la cantidad, no tengo idea de si son tres-, sino también del nomenclátor, de 
columnas y de veredas, entre otros, o sea que el deterioro fue sumamente importante. Debemos tener 
en cuenta que esto ocurrió en el mes de agosto y, en cuanto a la situación económica que tenía el 
Municipio en ese momento, para graficarla -hablo con propiedad porque, además, tomé a mi cargo la 
Secretaría General a los pocos días de que asumiéramos el Gobierno en la Intendencia-, puedo decir 
que los dineros que había en las arcas no daban para pagar los sueldos de los funcionarios del mes 
siguiente. 


Lo importante es aclarar cómo el Gobierno, de alguna manera, también busca una solución a 
un problema existente, que se agrava con el temporal, teniendo en cuenta los recursos que tenía el 
Municipio como para poder recomponer la situación y afrontar una temporada que parecía compleja al 
principio, nada menos que en el primer año de gobierno. 


SEÑOR MOREIRA.- Por supuesto, no estamos acá para discutir, porque en la comparecencia del 
señor Intendente él dio cuenta de las dificultades que había tenido cuando inició la gestión. De 
cualquier manera, no fue la firma Satenil la que solucionó los problemas de la Intendencia; tengo 
entendido -pregunto porque no lo sé- que las obras de la plaza Artigas demoraron como tres años en 
ser terminadas y, según creo, insumieron una erogación seis o siete veces superior a los US$ 90.000 
de contrapartida. Por lo que he leído esto fue así, aunque tal vez me equivoque y todos los arreglos 
fueron de cargo de la empresa Satenil. 


De todas formas, sé que es una consulta que no está dentro de la competencia del Director de 
Tránsito y debería preguntarse al Director de Hacienda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia iba a hacer la misma precisión; la pregunta debería estar 
dirigida a quien lleva la administración general y no al Director de Tránsito, aunque queda a su criterio 
si desea responder. 


SEÑOR LUZARDO.- Es importante tener presente lo siguiente: en los Gobiernos anteriores no estaba 
conformada la Dirección General de Tránsito y Transporte, aunque sí la Dirección General de 
Planeamiento, una de cuyas Divisiones era el Área de Tránsito y Transporte. El anterior convenio de 
patrocinio -que se realizó con Hikone- se celebró directamente con la Dirección General de Urbanismo, 
que participó en todas las instancias de relacionamiento con la empresa porque, sin dudas, es la 
Dirección General que abarca todo lo que significa el amoblamiento urbano del departamento. 


Quería hacer esta precisión porque continuamente se plantea la pregunta de por qué no se 
consultó a la Dirección General de Tránsito y Transporte cuando, en realidad, el objeto por el cual esto 
se inicia involucra a otras Direcciones como, por ejemplo, la de Turismo -que sí participó- o la de 
Urbanismo, que abarca todo lo que allí se incorporó. 


SEÑOR MOREIRA.- Pido disculpas, pero me quedó una duda. En definitiva, ¿no se consultó a la 
Dirección General de Tránsito y Transporte para este último convenio de patrocinio con Satenil? 


SEÑOR LUZARDO.- Lo que planteo es lo siguiente: al inicio del expediente, quienes de alguna manera 
tuvieron relación directa con su trámite -de acuerdo con lo que el señor Senador planteaba al inicio y la 
nota publicada en algún medio-, además del señor Intendente y sus asesores, fueron las Direcciones 
Generales directamente involucradas con el objeto inicial, reitero, que era la reforma de la plaza de 
Punta del Este, a la que luego se agregaron otras modificaciones. A partir del expediente, donde 
sugiero al Intendente ampliar el convenio de patrocinio con la anterior empresa -y me dicen que se 
estaba tramitando en otro expediente-, sí participa la Dirección General que está a mi cargo e, 
inclusive, el material que hay en dicho expediente es parte de la participación que realizamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si ningún señor Senador desea plantear otra pregunta, agradecemos la 
participación de nuestros invitados. 


(Se retiran de Sala el Ingeniero Álvaro Luzardo y el Doctor Horacio Bolani, de la Intendencia Municipal 
de Maldonado) 


Si me permiten, la Presidencia sugiere que se entre en el fondo del asunto, o sea, debatir si 
hacemos lugar o no al juicio político al señor Intendente de Maldonado. 


SEÑOR MOREIRA.- Quiero solicitar que ese debate se postergue para la semana próxima porque, en 
lo que me es personal, no estoy en condiciones de pronunciarme hoy sobre el tema y, además, nuestro 
partido no ha concretado una reunión de bancada para adoptar una posición al respecto. Los 
elementos de que disponemos son suficientes, pero naturalmente, me gustaría presentar la posición 
de mi partido junto a mis compañeros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En lo personal, no tengo inconveniente en que este tema se trate la semana 
próxima, pero no debemos olvidar que la semana entrante, precisamente, debe ingresar al Plenario. 
Eso significa que habría que solicitar una reunión extraordinaria del Plenario después de resolver el 
tema. 


SEÑOR MOREIRA.- Quiero hacer notar que ya se ha solicitado una sesión extraordinaria para tratar el 
tema del G-20. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin perjuicio de darle al Partido Nacional la oportunidad de que el martes 
próximo pueda exponer su posición, quiero adelantar un punteo que hizo la Presidencia con relación a 
sus conclusiones sobre si hay materia o no para un juicio político. Esto, inclusive, podría ayudar al 
Partido Nacional para que, sobre la base de ese punteo, sepa qué es lo que estamos pensando en un 
principio. Aclaro que este no va a ser un informe porque, como ya dije, se trata de un punteo, pero está 
hecho sobre la base de los planteos que efectuó el grupo de Ediles, que figuran en el documento que 
nos dejaron, organizado en literales y en orden alfabético. 


Entonces, si no hay oposición, voy a comenzar por leer los planteos de los Ediles y las 
respuestas que, a mi juicio, no dan mérito a juicio. 


En el VISTO, punto 1) se habla de “El avasallamiento al orden jurídico y diversas 
inconstitucionalidades cometidas por el Intendente Oscar Joe De los Santos Píriz, a saber: 


a) Violación del régimen de ajuste salarial de los funcionarios municipales, contraviniendo lo 
dispuesto por los artículos 7”, 54, 86 y 222 de la Constitución de la República.” 


Nuestra conclusión en lo que respecta a este punto es que no se percibe violación de ninguno 
de los artículos citados de la Constitución, ya que se trata de una diferencia de opiniones entre el 
Ejecutivo Comunal y los funcionarios acerca de cómo aplicar el aumento y, por lo tanto, repito, no 
habría tal violación a la Constitución. 


El apartado b) expresa: “Violación del principio de igualdad al no otorgar a todos los 
funcionarios una prima por gratificación, contraviniendo lo dispuesto por los artículos 8 y 273 de la 


Constitución de la República”. 


Con relación a este apartado, la respuesta es la siguiente; reitero que se trata de un resumen 
o síntesis. El principio de igualdad rige situaciones similares. Generalmente en la Administración 
pública una prima por gratificación se aplica teniendo en cuenta el rendimiento personal de cada 
funcionario; verbigracia, no se puede otorgar igual gratificación a un funcionario que falta tres veces por 
semana, que a uno que va todos los días y cumple con sus funciones. Un funcionario que se sienta 
lesionado en sus derechos, tiene el camino de recurrir esa resolución ante los organismos 
competentes. Por lo tanto, pedir un juicio político por ese argumento para nosotros es irrelevante. 


El apartado c) dice: “Violación del principio de igualdad al instrumentar contrataciones 
directas eludiendo cristalinos procedimientos competitivos, contraviniendo lo dispuesto por el artículo 8 
de la Constitución de la República”. 


Al igual que en el caso anterior, quien se sienta perjudicado tiene instrumentos legales 
suficientes -recursos, peticiones- para defenderse o reclamar por sus derechos presuntamente 
lesionados, por lo que no alcanza a configurar lo establecido en el artículo 93 para la realización de un 
juicio político. Esto es: si se eluden los procedimientos a través de la instrumentación de mecanismos 
no previstos en la Constitución de la República, hay que apelar y recurrir, como lo hacen todos los que 
intervienen en un procedimiento de esta naturaleza. Por lo tanto, aquí no hay mérito para configurar lo 
establecido en el artículo 93 para la realización de un juicio político. 


El apartado d) dice: “Violación del derecho de defensa y del debido proceso en 
procedimientos disciplinarios, y en resoluciones que supusieron el cese masivo de subrogaciones y 
cambios de escalafón, contraviniendo los artículos 7, 54, 66 y 72 de la Constitución de la República, 
afectando la eficacia en la gestión de los servicios municipales”. 


Como respuesta a este planteo que hacen los Ediles, concluimos que dentro de las funciones 
privativas de los Intendentes hay que tener en cuenta el artículo 75, numeral 5 de la Constitución, que 
establece que corresponde a los Intendentes nombrar a los empleados, corregirlos y suspenderlos. 
Todo ello, sin perjuicio de los derechos de los funcionarios de recurrir las resoluciones si se sintieren 
perjudicados. Por lo tanto, tienen elementos de defensa suficiente, pero en ningún caso puede decirse 
que existan los requisitos establecidos para un juicio político al Intendente. 


El apartado e) establece: “Aplicación irregular de Decreto que disminuyó los beneficios 
tributarios, contraviniendo lo dispuesto por el artículo 299 de la Constitución de la República”. El 
artículo 299 de la Carta Magna habla de la publicación obligatoria de los decretos de los Gobiernos 
Departamentales. En este caso, la Administración recibió un solo reclamo y contesta con fundamentos 
que no es aplicable el artículo 299 porque en la especie no alcanzan ninguno de los elementos 
estructurales del impuesto. En definitiva, no hay un solo elemento que justifique, y mucho menos que 
fundamente, el juicio político. 


El apartado f), dice: “Desconocimiento y menoscabo público del control de legalidad del 
Tribunal de Cuentas de la República, regulado en su actuación por los artículos 208 y siguientes de la 
Constitución de la República”. El artículo 211, establece las competencias del Tribunal de Cuentas, 
pero no las sanciones ante el incumplimiento de sus observaciones por parte de la Administración. Eso 
lo conocemos bien aquí en el Poder Legislativo. En consecuencia, es excesivo pedir un juicio político 
por algo que ni la Constitución ni la ley exigen. 


Por su parte, el apartado g) habla de “Construcción de casetas de guardavidas en las playas 
de Maldonado realizadas en forma directa, sin mediar procedimiento competitivo, quebrantando el 
principio de igualdad consagrado en el artículo 8% de la Constitución Nacional”. En este sentido, 
creemos que las explicaciones dadas por el Intendente de Maldonado a la Comisión sobre este asunto 
-que trató específicamente- dejaron en claro que no se actuó violando la Constitución. 


El apartado h) refiere a “Reiteradas asunciones al cargo de Intendente por parte de los 
suplentes del Señor Intendente Dr. Enrique Pérez Morad e Ing. Álvaro Luzardo en flagrante violación 


de las incompatibilidades establecidas por el art. 289 de la Constitución de la República.” 


Nosotros creemos que aquí se actuó con regularidad jurídica - hay que tener en cuenta que en 
Montevideo se dieron otros casos- y que tampoco en este caso hay violación de la materia que regula 
el artículo 289 de la Constitución. 


En conclusión, consideramos que el juicio político no es el instrumento idóneo para 
solucionar las presuntas violaciones de que se acusa al Intendente Oscar de los Santos, ya que en 
todos los casos existen recursos legales y constitucionales para que el administrado pueda esgrimir su 
defensa. En cuanto al Tribunal de Cuentas, a que refiere el literal F, no existen sanciones ante su 
inobservancia, por lo que estimamos que el pedido de un juicio político parece excesivo. 


Dejo a consideración de los señores Senadores de la Comisión este apretado resumen que 
hice del planteo formulado, el que intentaré desarrollar en la reunión que sería convocada para el 
próximo martes. 


SEÑOR MOREIRA.- Según tengo entendido, la Bancada de Gobierno propondría la realización de una 
sesión extraordinaria del Senado el miércoles de la semana que viene. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En principio, habíamos pensado en esta semana, pero como el Senado ya 
acordó no sesionar mañana y el Partido Nacional quería que se realizara otra reunión para exponer su 
punto de vista, si los señores Senadores están de acuerdo, convocaríamos el martes a la Comisión y el 
miércoles al Plenario, lo que habría que solicitar al señor Presidente. 


No habiendo más asuntos que considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 3 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


